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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL DEPARTAMENTO 

ARCHIPIÉLAGO DE SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y 

SANTA CATALINA 

 

AUTO No. 0054 

 

 

 

SIGCMA 
 

San Andrés Isla, dieciséis (16) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de control Protección de los Derechos e Intereses Colectivos 

Radicado 88-001-23-33-000-2021-00017-00 

Demandantes 

Marcela Adita Sjogreen Velasco, Margith Banderas 

Espitia, Iván García Jiménez, Carlos Carvajal Jiménez y 

Abdu Handaus Handaus 

Demandadas  

Presidencia de la República, Unidad Nacional para la 

Gestión de Riesgos de Desastre, Departamento 

Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina 

y Municipio de Providencia y Santa Catalina 

Magistrado Ponente  José María Mow Herrera 

 
 

La parte demandante, interpone demanda de Protección de los Derechos e 

Intereses Colectivos de carácter preventivo, por peligro inminente de su violación, 

en contra de la Nación, Unidad Nacional para la Gestión de Riesgos de Desastre 

adscrita al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, 

Departamento Archipiélago de San Andrés Providencia y Santa Catalina y el 

Municipio de Providencia y Santa Catalina, con el fin de garantizar la protección de 

los derechos a la seguridad y salubridad pública  y a la seguridad y prevención de 

desastres previsibles técnicamente, contenidos en los literales g) y l) del Art. 4° de 

la Ley 472 de 1998. 

 

Verificado el libelo introductorio se observa que prima facie, la demanda no reúne 

en este caso, todos los requisitos y formalidades previstos en las normas que rigen 

el medio de control que nos ocupa esto es, la Ley 1437 de 2011“Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo” y Ley 472 de 1998 

“Por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia en 

relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras 

disposiciones”. 

 

Lo anterior, por cuanto no se agotó el requisito de procedibilidad señalado en el Art. 

144 del CPACA, consistente en solicitar previo a la presentación de la demanda, a 
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la autoridad o al particular en ejercicio de funciones administrativas, que adopten 

las medidas necesarias de protección de los derechos e intereses colectivos 

amenazados o violados, pues, junto con el escrito no se aportó prueba de ello y del 

relato de los hechos no se infiere dicho cumplimiento. Sin embargo, acerca de este 

requisito, el Despacho debe hacer algunas precisiones: 

 

Primeramente, es menester señalar que el Art. 88 superior, como lo concibió el 

constituyente, no incluyó referencias ni tácitas ni expresas respecto de requisitos 

previos a la presentación de acciones populares. De la misma manera, el legislador 

tampoco lo hizo al reglamentar la citada herramienta, por lo que el requisito del Art. 

144 de la Ley 1437 constituye una creación del legislador, no previsto en las normas 

especiales sobre la materia, que representa una carga adicional para el actor. 

 

Ahora bien, el inciso 2º del artículo 2 de la Ley 472 de 1998, estipula que “Las 

acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el 

peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 

colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible”. 

 

De otra parte, el artículo 5º de la misma ley, establece que el trámite de las acciones 

populares se desarrollará con fundamento en los principios constitucionales, 

especialmente en los de prevalencia del derecho sustancial, que obliga a evitar el 

exceso de ritual manifiesto. 

 

A su turno, el artículo 103 del CPACA dispone que “(…) Los procesos que se 

adelanten ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo tienen por objeto la 

efectividad de los derechos reconocidos en la Constitución Política y la ley y la 

preservación del orden jurídico. En la aplicación e interpretación de las normas de 

este Código deberán observarse los principios constitucionales y los del derecho 

procesal (…)”. 

 

Sobre este tema, la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo 

del Consejo de Estado, al estudiar un caso similar al que nos ocupa en esta 

oportunidad, en sentencia de fecha 20 de noviembre de 2014, con ponencia de la 

Dra. Maria Claudia Rojas Lasso,  resolvió el recurso de apelación interpuesto por la 

parte actora contra el auto de 6 de junio de 2014 por el cual este Tribunal, rechazó 
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una demanda en ejercicio del medio de control de protección de derechos e 

intereses colectivos, diciendo que: 

 

“Pese a que se advierte que hay una deficiencia en el cumplimiento de las 
cargas procesales de parte del actor, se observa también que el cargo 
expuesto por aquél, entendido como la omisión del Estado en garantizar a los 
isleños el ejercicio de la pesca artesanal, así como también la de exponer a 
que las zonas ecológicas sean sometidas a una explotación y extracción de 
recursos naturales es comprensible para la Sala y, por ello, se repite, el juez 
no debe incurrir en un exceso de ritual manifiesto, contrario a que el acceso a 
la administración de justicia estuviera orientado por la prevalencia del derecho 
sustancial con el fin de evitar decisiones inhibitorias. 
 
(……) 
 
Aunado a lo anterior, el daño contingente al que hizo alusión el actor se refirió 
básicamente a exponer que el mismo ya se causó con el desempleo de los 
“aborígenes”; la baja economía del turismo; la indefensión de zonas ecológicas 
a un probable sometimiento de explotación y extracción de crudo en alta mar; 
el uso del “mar perdido” para el tránsito interoceánico de países asiáticos y la 
vulnerabilidad de las fuerzas militares para proteger la zona, cargo que para la 
Sala, también es comprensible en virtud del derecho sustancial como principio 
fundamental de la función jurisdiccional. 
 
(……)” (cursivas fuera del texto) 

 

Desde esta perspectiva, debe precisarse que la primacía del derecho sustancial no 

implica en modo alguno un relevo de las cargas impuestas por la ley a las partes. 

No obstante, conforme lo ha precisado la propia jurisprudencia, el juez 

administrativo debe interpretar las demandas para poner en marcha el proceso, lo 

cual es consecuente con el deber de administrar justicia consagrado en la 

Constitución y con el principio de prevalencia del derecho sustancial sobre lo 

meramente adjetivo, como también es correlativo al derecho de los particulares de 

acceder a la administración de justicia1. 

                                                           
1 En efecto, la Corte Constitucional mediante sentencia del 15 de mayo de 2012 manifestó: 

 “En principio, este defecto se materializa cuando se desconocen las formas propias de cada juicio; pero también 

puede producirse por un exceso ritual manifiesto, en virtud del cual se obstaculiza el goce efectivo de los 

derechos de los individuos por motivos formales. Así, existen dos tipos de defectos procedimentales: uno 

denominado defecto procedimental absoluto, y el otro que es un defecto procedimental por exceso ritual 

manifiesto. El defecto procedimental absoluto se configura cuando “el funcionario judicial se aparta por 

completo del procedimiento establecido legalmente para el trámite de un asunto específico, ya sea porque: i) se 

ciñe a un trámite completamente ajeno al pertinente -desvía el cauce del asunto-, o ii) omite etapas sustanciales 

del procedimiento establecido legalmente afectando el derecho de defensa y contradicción de una de las partes 

del proceso” Por su parte, el defecto procedimental puede estructurarse por exceso ritual manifiesto cuando 

“(…) un funcionario utiliza o concibe los procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho 

sustancial y por esta vía, sus actuaciones devienen en una denegación de justicia”; es decir: “el funcionario 

judicial incurre en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto cuando (i) no tiene presente que el 
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En razón a lo anterior, la Sala observa que aunque la demanda presenta una 

deficiencia en el cumplimiento de las cargas procesales y probatorias frente al 

requisito de procedibilidad consagrado en el artículo 144 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, no se advierte lo 

mismo acerca de la excepción que trae la norma citada, relativa a prescindir de este 

requisito, toda vez que en el presente asunto, los actores han sustentado la 

existencia del peligro inminente de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los 

derechos e intereses colectivos invocados, “…..dadas las circunstancias actuales y 

condiciones de vulnerabilidad de los habitantes de la isla de Providencia y Santa 

Catalina, como la más afectada con el paso del huracán IOTA-categoría 5 y el riesgo 

en que se encuentra el Archipiélago por su ubicación geográfica, de ser nuevamente 

impactado por la temporada de huracanes que se aproxima”.  

 

Así las cosas, en observancia al principio de la prevalencia del derecho sustancial 

sobre lo formal y por la importancia del tema que se expone, se admitirá el presente 

medio de control. Adicionalmente, se exhortará a la parte actora, para que en 

próximas demandas cumpla con el deber de las cargas procesales y probatorias. 

 

En consecuencia, se resuelve:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE el presente medio de control de Protección de Derechos e 

Intereses Colectivos. 

 

SEGUNDO: TRAMÍTESE por el procedimiento previsto en el Art. 144 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-C.P.A.C.A. y el 

Título II de la Ley 472 de 1998.  

 

TERCERO: VINCULAR al extremo pasivo de la litis, la Superintendencia Nacional 

de Salud, al Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional-Dirección General 

Marítima-Ejercito Nacional-Policía Nacional- Departamento de Policía de San 

Andrés- Fuerza Aérea Colombiana-Defensa Civil, a la Empresa Social del Estado 

                                                           
derecho procesal es un medio para la realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia 

conscientemente a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) por la 

aplicación en exceso rigurosa del derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación devenga en el 

desconocimiento de derechos fundamentales . 
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ESE-Hospital Departamental de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, el 

Cuerpo de Bomberos y la Cruz Roja Colombiana. 

 

CUARTO: EXHÓRTASE a los demandantes para que en la interposición de futuras 

demandas cumpla con el deber de las cargas procesales y probatorias. 

 

QUINTO: NOTIFÍQUESE personalmente a las demandadas, de acuerdo a los 

artículos 21 de la Ley 472 de 1998 y 48 de la Ley 2080 de 2021, que modifica el 

Art.199 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Notifíquese también por estado, a la parte demandante, de conformidad con el Art. 

50 de la Ley 2080 de 2021 que modifica el Inciso 3 del Art. 201 del código de 

procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo, el cual indica que 

“Las notificaciones por estado se fijarán virtualmente con inserción de la 

providencia, y no será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el secretario, ni dejar 

constancia con firma y se enviará un mensaje de datos al canal digital de los sujetos 

procesales”.   

 

SEXTO: INFÓRMESE a la comunidad sobre la admisión de la presente demanda, 

mediante la utilización de cualquier medio masivo de comunicación o de cualquier 

mecanismo eficaz, de conformidad con el artículo 21 de la Ley 472 de 1998. 

 

SÉPTIMO: REMÍTASE copia de la demanda y del auto admisorio de la misma a la 

Defensoría del Pueblo, conforme a lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 472 de 

1.998. 

 

OCTAVO: CÓRRASE traslado de la demanda por el término de diez (10) días, para 

que la parte demandada pueda contestarla y solicitar la práctica de pruebas (Art. 22 

Ley 472 de 1998.). 

 

NOVENO: NOTIFICAR a la Procuradora Delegada ante este Tribunal, en 

consideración a lo prescrito en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en los términos del artículo 171 y 199 del 

C.P.A.C.A., este último modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 2021.  
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DÉCIMO: Requiérase a las entidades y/o autoridades demandadas para que, junto 

con la contestación de la demanda, aporten al proceso la documentación y demás 

pruebas que se encuentren en su poder, relacionada con el plan de reconstrucción 

que se adoptó para tratar la afectación ocasionada por el paso del huracán IOTA en 

el Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

JOSÉ MARÍA MOW HERRERA 

Magistrado. 

 

Firmado Por: 

 

JOSE MARIA MOW HERRERA  

MAGISTRADO TRIBUNAL O CONSEJO SECCIONAL 
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